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La protesta postelectoral de los michoacanos miembros y 
simpatizantes del PRD ha enmarcado la demanda de justicia por 
el asesinato de varios de sus militantes, pero también 
paradójicamente la ha nublado. Es preciso, por eso, destacar 
el hecho de su contexto, porque si bien agrega elementos de 
encono a la situación en esa entidad, también importa como 
hecho en particular. 

Cuatro perredistas cayeron baleados en la tensa semana 
anterior a la toma de posesión de Eduardo Villaseñor. José 
Luis Valdovinos, Leonardo Cuadros, Pablo García Torres, 
Policarpo Gómez Gómez, Arturo Osario Rivera y Miguel Angel 
Flores. Uno más, Rubén Barrios, fue muerto el 23 de agosto. 
Los cuatro primeros murieron en Tiquicheo, cuyo ayuntamiento 
es perredista. Gómez y Osario eran agentes policiacos 
municipales, García era jefe de tenencia suplente en 
Purungueo, poblado al salir del cual fueron ultimados. 
Cuadros era el más conspicuo de todos: regidor suplente, 
secretario de acción electoral del comité municipal 
perredista, dirigente de la Unión Campesina Democrática, 
figuraba ya como eventual candidato de su partido a la 
alcaldía, en las elecciones que se efectuarán en diciembre 
próximo. 

El procurador de justicia de entonces, Eduardo Estrada 
Pérez, pretendió echar tierra al asunto, y luego 
distorsionarlo pretendiendo que se trataba de un crimen por 
narcotráfico. Una breve ojeada a los antecedentes (narrados 
en el semanario Proceso) basta para saber que se trata de una 
agresión política. Por si eso no bastara, la Procuraduría 
General de la República se adelantó a aclarar que ninguno de 
los asesinados tenía antecedentes por delitos contra la 
salud. 

La casa del alcalde perredista de Tiquicheo fue baleada 
el 22 de febrero de 1990. Este denunció los hechos, e inculpó 
a Jesús Méndez Rubio, detenido poco tiempo después, mientras 
estaba en Morelia, donde había visitado a Julián Rodríguez 
Sesma, diputado federal y por entonces líder estatal del PRI. 
De esa relación se derivaron dos consecuencias: la libertad 
bajo fianza de Méndez Rubio y su posterior designación como 
presidente del comité municipal priísta. Investido con esa 
función, fu e acusado de otros ataques a perredistas: La casa 
de Macario Maya Reyes, dirigente de ese partido, y la sede 
misma de la agrupación fueron baleadas. Fue peor la suerte de 
Enrique Gómez Sánchez, campesino miembro del PRD, asesinado 
en Las Mojarras, un poblado de la municipalidad. 
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Tal sesgada fue la averiguación previa iniciada por el 
ministerio público local, que el Partido de la Revolución 
Democrático reslvió presentar el caso ante la Comisión 
nacional de Derechos Humanos, a pesar de que el organismo no 
es santo de su devoción. Igualmente, una marcha de mujeres 
caminó de la Plaza de la Solidaridad a la Secretaría de 
Gobernación en protesta por esos asesinatos, cuya gravedad 
aumenta en la medida en que queden impunes los autores del 
múltiple homicidio. 

El PRD ha pagado una elevada cuota de sangre por su 
participación en la búsqueda de mejores condiciones políticas 
en México. Su estilo puede disgustar a muchos: el director de 
Gobierno de la Secretaría de Gobernación increpó a las 
mujeres perredistas que llegaron hasta su oficina, por 
"ofender al Presidente". Pero nadie puede negar que su ira 
tiene, por lo menos en este caso, motivos concretos. Si no 
implicara una impudicia colosal, el alegato de que los 
perredistas deben atenerse a la ley en Michoacán seria 
risible. Ya se había roto la legalidad electoral, y por eso 
la invocación al orden jurídico suena a falso, a 
convenenciero. Pero si además se infringen las normas 
elementales de la convivencia, asesinando y cohonestando con 
la inacción esos asesinatos, entonces se agrega vituperio a 
la injuria. 

Si su Procurador puede trabajar, donde quiera que se 
halle el gobernador Villaseñor, debe llamarlo para que 
apresure la averiguación del caso. Pero precisamente allí hay 
una muestra de la ingobernabilidad michoacana, que no es 
sinónimo de desode, de revoltura, sino de incapacidad para 
imponer el imperio de la autoridad: ¿cómo exigir a los deudos 
de las víctimas de Tiqicheo que acudan a esa oficina en 
demanda de justicia si presumen que la autoridad que debe 
perseguir y quienes deben ser perseguidos se asemejan en la 
ilegalidad en que actúan? 
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